
la pregunta de si un cole-
gio de médicos o un conse-
jo general puede ser acusa-
do y, en consecuencia, con-
denado por un delito de so-
borno, de tráfico de influen-
cias o contra la Hacienda 
Pública, por actuaciones co-
metidas por empleados o 
directivos en beneficio de la 
institución a la que repre-
sentan, la respuesta es, en 
principio, afirmativa. Esto 
supone una auténtica revo-
lución en el ordenamiento 
jurídico porque consagra la 
responsabilidad penal de 
las personas jurídicas. Un 
concepto novedoso introdu-
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A

cido en el Código Penal en 
2010 y con una jurispruden-
cia muy escasa. Tan sólo dos 
sentencias del Tribunal Su-
premo han marcado tímida-
mente las líneas en las que 
se podría asentar esta res-
ponsabilidad de corpora-
ciones públicas que actúan 
en una doble vertiente pri-
vada y corporativa.  

Vaya por delante que la 
persona jurídica, como ins-
titución, no comete delitos, 
pues son las personas físi-
cas que la componen quie-
nes pueden realizar un acto 
delictivo.  

La Fiscalía General del 
Estado (FGE) públicó a prin-
cipios de año la Circular 
1/2016 que fija los criterios 
sobre la responsabilidad 
penal de las personas jurí-
dicas. Esta circular, que mo-
difica sustancialmente as-
pectos recogidos en otra 
dictada en 2011,  no ha gus-
tado a los colegios de mé-
dicos ni a la Organización 
Médica Colegial (OMC).  

Y es que en 2011 se ex-

cluía de responsabilidad 
penal a los colegios profe-
sionales, aunque no con ca-
rácter general, sino que ha-
bía que ir caso por caso. La 
circular explicaba que se 
trataba de cuerpos interme-
dios, ya que defendían in-
tereses privados y también 
participaban en tareas de 

naturaleza pública. Ahora  
va más allá y se dice que con 
carácter general están in-
cluidos.  

Alejandro Luzón, teniente 
fiscal de la Secretaria Técni-
ca de la FGE, explica que 
"esta interpretación es con-
forme con lo que establecen 
las decisiones marco y di-
rectivas comunitarias que 

sólo excluyen de responsa-
bilidad a los Estados y orga-
nismos públicos en el ejer-
cicio de potestad pública y 
a las organizaciones inter-
nacionales". 

Sin embargo, la OMC ha 
enviado una carta a la FGE 
en la que expresa su "pro-
fundo malestar" por la in-
terpretación de dicha circu-
lar que considera a los cole-
gios como entes de natura-
leza privada y los equipara 
con partidos políticos, sin-
dicatos y cámaras de co-
mercio". En su opinión, el 
Ministerio Público se ha ol-
vidado de que los consejos 
generales y colegios tam-
bién participan, en mayor 
o menor medida, de tareas 
de naturaleza pública y, por 
tanto, su responsabilidad 
tenía que analizarse caso a 
caso y no con carácter gene-
ral. Lo contrario, "desvirtúa 
la propia naturaleza de los 
colegios". 

Comparte este argumen-
to Alfonso Atela, abogado 
del Colegio de Médicos de 

Vizcaya, al señalar que la ju-
risprudencia del Tribunal 
Constitucional reconoce a 
los colegios la persecución 
de fines más amplios que 
los de simple interés asocia-
tivo. Considera que es "exce-
siva" la interpretación de 
la FGE, pues equipara a un 
colegio de médicos con un 

club de fútbol, de golf o de 
remo, que no tienen nada 
que ver en sus actuaciones 
corporativas. El primero 
puede actuar con su doble 
vertiende privada y pública 
mientras que los segundos 
se rigen por actuaciones 
privadas. En otras palabras, 
si se expulsa a un socio de 
un club de golf no hay afec-

tación del interés general. 
En cambio, si se inhabilita a 
un médico, sí tiene una re-
percusión pública porque 
dejará de atender pacientes. 

Carlos Hernández, jefe de 
la Asesoría Jurídica del Co-
legio de Médicos de Madrid, 
ve "incongruente" la circu-
lar con la reforma del Có-
digo Penal de 2015, que es-
tablece que aquellas entida-
des que ejercen potestades 
públicas de soberanía o ad-
ministrativas en defensa de 
intereses generales están 
excluidas de responsabili-
dad penal. 

Pero, ¿qué delitos podría 
cometer un colegio de médi-
cos? En teoría, y según el 
criterio de la FGE,  los ti-
pos penales pueden ser, en-
tre otros: estafa, tráfico de 
influencias, revelación de 
secretos o allanamiento in-
formático (ver cuadro). Un 
requisito imprescindible 
para que haya responsabili-
dad es que la acción delicti-
va repercuta en beneficio 
directo o indirecto de la en-

Expertos coinciden en 
que una de las 
mayores sanciones, 
que no está recogida 
en el Código Penal, es 
la reputacional que 
puede afectar a su 
prestigio institucional

La Fiscalía advierte de 
que será muy prudente 
en el momento de 
atribuir responsabilidad 
penal a un colegio 
profesional teniendo en 
cuenta su defensa de 
intereses generales
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tidad y no sólo en el emplea-
do que la ha ejecutado.  

El teniente fiscal Luzón 
lanza un mensaje tranquili-
zador a los representantes 
de los colegios de médicos: 
"En la práctica se van a ver 
afectados en muy escasa 
medida". Es más, "la Fisca-
lía será extremadamente 
prudente en la atribución de 
responsabilidad a los cole-
gios profesionales", tenien-
do en cuenta su papel de de-
fensa de intereses genera-
les. Hasta ahora, añade, 
"hay muy pocas sentencias 
y el Supremo se ha pronun-
ciado en dos ocasiones". Lu-
zón recuerda que la circular 
sólo vincula a los fiscales, 
que deberán estar ojo avi-

zor sobre las presuntas con-
ductas delictivas que pue-
den cometer las personas 
jurídicas. No obstante, "hay 
que esperar a lo que diga la 
jurisprudencia del Supremo 
en los próximos años".   

¿Y EL PRESTIGIO? 

¿Es más eficaz y disuario 
este sistema? "El tiempo lo 
dirá. Una primera valora-
ción de los efectos psicoló-
gicos a nivel de empleados 
de empresa o colegiados sí 
parece apuntar que ha su-
puesto un acicate para la 
implantación de fórmulas 
preventivas con el fin de evi-
tar la comisión de un deli-
to", subraya el magistrado 
del Tribunal Supremo Anto-
nio del Moral. En su opi-
nión, "no porque asusten las 
penas en su materialidad  
(multa, cierre de sede, sus-
pensión de actividades...) 
sino porque impone mucho 
respeto el riesgo reputacio-
nal, cuyas repercusiones 
económicas y de prestigio 
negativas pueden ser mu-
cho mayores que la cuan-
tía de la multa". 

Coincide con este enfoque   
Hernández al resaltar que 
"sería tremendo pensar que 
un colegio fuera condenado. 
La mayor sanción, no reco-
gida en la ley, es la reputa-
cional". 
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